
Antofagasta, a dos de noviembre de dos mil veinte.

VISTOS:

Se reproduce la sentencia en alzada con excepción del 

considerando décimo cuarto que se elimina y se tiene además 

presente: 

PRIMERO: Que el Fisco de Chile se ha alzado en contra de 

la sentencia definitiva dictada con fecha 21 de agosto de 

2019 en el Cuarto Juzgado Civil de esta ciudad que, acogiendo 

una demanda de constitución de servidumbre minera, respecto 

de una cantidad de hectáreas, fijó un valor menor de lo que 

considera representativo de los perjuicios causados.

Funda el agravio en la circunstancia de fijarse un valor 

de la hectárea que se encuentra muy por debajo de la tasación 

acompañada  mediante  oficio  al  proceso,  porque  reguló  una 

indemnización a favor del Fisco en una suma de 6,63 Unidades 

de Fomento (UF) anuales por el plazo de treinta años respecto 

de 12,20 hectáreas de terrenos pertenecientes al Fisco de 

Chile. Cita el artículo 122 del Código de Minería, en cuanto 

ordena el monto de indemnización por todo el perjuicio que se 

cause al dueño de los terrenos, estimando que no se cumplió 

con la exigencia de dicha disposición, pues la indemnización 

fijada no cubre adecuadamente los intereses fiscales y debe 

aumentarse  conforme  al  mérito  del  proceso  y  a  la  sana 

crítica.
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Señala, sin perjuicio que sería una causal de casación, 

que la sentencia no resolvió conforme a la prueba ofrecida 

por su parte, para efectos de determinar la indemnización, 

especialmente  los  antecedentes  fundamentales,  debiendo 

apreciar, además, el informe elaborado por el Ministerio de 

Bienes Nacionales de fecha 7 de septiembre de 2018, a través 

de Ord. SEO2-004354/2018, agregado en la causa, que tiene 

mayor conocimiento y especificidad en la materia, en el que 

se  da  cuenta  del  valor  comercial  del  predio  fiscal  cuya 

servidumbre se ha demandado. 

Por su parte, el informe pericial agregado indica una 

base  de  cálculo  muy  distinta  de  lo  informado  por  la 

Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales. De su 

sola lectura, se advierte que no tomó en consideración el 

valor comercial del  predio, el carácter industrial del área 

demandada,  debiendo  estimarse,  además,  los  principios  de 

equidad y de justicia en juego, considerando las limitaciones 

absolutas al ejercicio de uso y goce de una propiedad.

El Tribunal no expresó las razones por las cuales solo 

consideró el informe del perito Sr. Maya y desechó el informe 

de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales de 

Antofagasta.

En consecuencia, solicita que se regule la indemnización 

por la servidumbre demandada conforme a los valores fijados 

en el oficio de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes 

Nacionales de Antofagasta por las 12,20 hectáreas de terrenos 

demandados de servidumbre, esto es, por un total de UF 86,132 

anuales. En subsidio, se aumente el monto en la cantidad que 

se fije prudencialmente por la Corte de Apelaciones.
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SEGUNDO: Que  el  artículo  234  del  Código  de  Minería, 

establece la tramitación conforme al procedimiento sumarísimo 

de las cuestiones referidas o relativas a la constitución, 

ejercicio y terminación de la servidumbre regulada en dicho 

cuerpo  legal,  como  también  las  indemnizaciones 

correspondientes  y  las  cauciones  que  proceda.  El  artículo 

siguiente  refiere  el  procedimiento  sumarísimo  en  donde  se 

permite a los jueces solicitar informes de peritos nombrados 

en la misma audiencia, debiendo dictarse sentencia dentro de 

quinto día de la fecha la audiencia, o desde la presentación 

del  informe,  por  lo  mismo  pide  que  la  apelación  debe 

tramitarse en forma preferente en segunda instancia.

TERCERO:  Que si bien no existe una norma expresa que 

señale  la  forma  de  apreciación  de  la  prueba  en  este 

procedimiento  sumarísimo,  de  acuerdo  a  los  tres  primeros 

artículos del Código de Procedimiento Civil y las diversas 

disposiciones del Código de Minería que se refieren a este 

cuerpo  legal,  para  hacer  extensiva  o  restringir  algunos 

artículos,  debe  necesariamente vincularse a la apreciación 

de la prueba conforme a la tasada o legal, que representa el 

procedimiento supletorio para todos los efectos legales. 

 CUARTO: Que si bien se acompañó un informe pericial que 

debe evaluarse conforme lo dispone el artículo 425 del Código 

de Procedimiento Civil, en cuanto exige apreciar la prueba 

probatoria del dictamen pericial conforme a las reglas de la 

sana crítica, el código no regula respecto de los oficios 

acompañados,  que  están  vinculados  con  servicios  públicos, 

especialmente  Servicio  Nacional  de  Geología  y  Minería, 

Servicio de Vivienda y Urbanismo, Dirección de Vialidad y en 

este caso, Ministerio de Bienes Nacionales, no objetado, por 
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lo que no es posible desprenderse de su valor probatorio, 

porque aún en la prueba tasada, han de considerarse estos 

antecedentes, y en este caso específico, deben asimilarse a 

la prueba pericial, porque no es más que la apreciación de 

puntos de hecho que requiere el tribunal, para la decisión 

del  conflicto,  el  cual  fue  emitido  por  expertos  en  la 

materia, y como sostiene el Fisco de Chile, se trata del 

informe  de  la  Secretaría  Regional  Ministerial  de  Bienes 

Nacionales,  a  través  de  un  arquitecto,  encargado  de  esta 

materia  específica.  Por  lo  tanto,  el  análisis  probatorio 

deberá hacerse sobre la fuerza probatoria que determina este 

documento,  conforme  a  la  disposición  expresada,  que  exige 

utilizar en su ponderación las reglas de la sana crítica.

 La  prueba  tasada  exige  un  análisis  según  el  valor 

probatorio que el legislador otorga a cada uno de los medios 

permitidos por la ley para acreditar los hechos en la causa. 

Asimismo, conforme ha sido fallado por esta Corte, se debe 

tener  presente  que,  en  la  doctrina  se  ha  sostenido  lo 

siguiente: “cuando los Jueces dan ingreso a medios de prueba 

no  previstos,  a  pesar  del  supuesto  principio  de 

indisponibilidad de ellos, es por razones más fuertes que 

instan a su aceptación. Ninguna regla positiva ni principio 

de la lógica jurídica, brindan apoyo a la afirmación de que 

el Juez no puede contar con más elementos de convicción que 

los que pudo conocer el legislador en el tiempo y en el lugar 

en que redactó sus textos. Por el contrario, lo jurídico, lo 

lógico y hasta lo humano es lo contrario: que el Juez no 

cierre los ojos a las nuevas formas de observación que la 

ciencia pone, con imaginación siempre renovada ante él. El 

progreso del derecho debe mantener su natural paralelismo con 
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el progreso de la ciencia; negarlo, significa negar el fin de 

la  ciencia  y  el  fin  del  derecho”.  (Eduardo  J.  Couture 

“Fundamentos del Derecho Procesal Civil”, Tercera Edición, 

Ediciones Depalma Buenos Aires, 1993, página 262). 

QUINTO: Que en este sentido, el informe de la Secretaría 

Regional  Ministerial  de  Bienes  Nacionales  de  Antofagasta 

señala  valores  distintos  a  lo  expresado  por  el  perito 

nombrado en esta causa, de lo que es necesario establecer la 

totalidad  de  la  superficie  solicitada,  12,20  hectáreas  a 

partir de lo cual, se determina un monto de UF 86,132 anuales 

que  corresponde  al  50%  de  su  valor  comercial,  y  su 

equivalente en pesos a $70.446.450.-, valorando la hectárea 

en UF 423,95, documento del 7 de septiembre de 2018, firmado, 

según se lee, por Jorge Díaz Molina, Arquitecto de la Unidad 

de Energía, encargado área de tasaciones y Ricardo Campos 

Astorga, arquitecto de la Unidad de Bienes de la misma área, 

ambos del Ministerio de Bienes Nacionales de Antofagasta.

Por  otro  lado,  el  perito  nombrado  de  común  acuerdo 

referido en la sentencia, fijó un valor de UF 6,63 para cada 

año,  lo  que  llevado  al  número  de  hectáreas  solicitadas, 

equivale aproximadamente a $14.134 por hectárea, que deberá 

pagar el demandante para cada año de uso, lo que desde ya, no 

sólo  resulta  irrisorio,  sino  que  permite  concluir  que  la 

prueba pericial acompañada debe desconocerse, porque carece 

de  mérito  probatorio,  al  alejarse  de  la  normalidad,  pues 

propone  un  precio  fuera  de  todo  margen  racional,  que  no 

considera  la  realidad,  debiendo  tenerse  presente,  como  ha 

sido resuelto con anterioridad, que es un hecho público y 

notorio, que en la actualidad el uso de los terrenos del 

desierto más seco del mundo, para efectos de las energías 
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renovables  especialmente  aquellas  que  captan  la  radiación 

solar o eventualmente la fuerza del viento, ha adquirido un 

valor comercial muy superior a las conclusiones referidas, 

por lo que si la servidumbre se refiere a un sector de zona 

industrial que tiene un reconocido avance en dicho campo, el 

monto fijado por el Tribunal por concepto de indemnización es 

muy  bajo,  considerando,  además,  de  la  zona  donde  se 

encuentran ubicados los terrenos, la carga respecto al Fisco 

de Chile, pues significa no poder usarla para otros asuntos. 

SEXTO: Que el citado informe del Ministerio de Bienes 

Nacionales tiene un sustento reglamentario, además refiere 

distintos  sectores  explicando  la  metodología  y  que  en  el 

informe de tasación comercial de la servidumbre judicial, el 

valor del predio solicitado por la demandante asciende a UF 

5.167,92, basado en un valor unitario de suelo de un promedio 

de  UF  423,95  por  hectárea  y,  conforme  a  lo  parámetros 

establecidos por el mismo Ministerio de Bienes Nacionales, el 

monto de la indemnización de la servidumbre se determinará en 

función al (cincuenta por ciento) 50% de su valor comercial 

pagadero en treinta años, es decir en una suma de UF 86,132 

anuales. 

Refiere  que  las  servidumbres  mineras  solicitadas,  se 

localizan aproximadamente a 350 metros al Oriente de la ruta 

5,  sector  Nudo  Uribe,  emplazada  en  ZONA  ZUDC-09, 

correspondiente  a  Zona  de  Reserva  Industrial  para  uso 

exclusivamente industrial de densidad predial, media y baja.

SÉPTIMO: Que para resolver la cuestión planteada en el 

agravio del Fisco de Chile, debe entenderse, como ha sido 

resuelto: “que los gravámenes o derechos reales limitativos 

de propiedad o dominio, en la legislación chilena tienen como 
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límite,  en  términos  generales,  treinta  años.  Así,  por 

ejemplo, lo establecen los artículos 770 y 1.087 del Código 

Civil, justamente a propósito de otro derecho real como es el 

usufructo, por consiguiente resulta desmedido e incongruente 

con  la  legislación  nacional,  el  otorgamiento  de  una 

servidumbre que sea superior a treinta años, sobre todo por 

el hecho público y notorio, del conocimiento científico y 

técnico  acerca  del  sistema  ecológico  que  integran  los 

componentes vivos y que constituyen la biodiversidad, con una 

relación directa a los componentes no vivos. Por lo tanto, no 

es  posible  predecir  la  biomasa  que  puede  producir  un 

ecosistema de las características de un desierto y, en esto 

último, la interrelación sobre el aprovechamiento de materias 

mineras, como también energía renovable en esta zona, que ha 

tenido un  indiscutible crecimiento de enorme importancia, en 

la instalaciones de plantas termo solares, fotovoltaicas o 

eólicas, sin perjuicio de la posible explotación de otras 

materias,  como  tampoco  del  crecimiento  del  asentamiento 

humano, de manera que es conveniente limitar el plazo la 

servidumbre en tiempo menor al máximo legal, según se viene 

razonando, siendo conducente y aceptable el plazo de veinte 

años que normalmente se otorga en este tipo de concesiones, 

ya  que  se  encuentra  probado  que  resulta  estrictamente 

necesario  para  el  desarrollo  del  proyecto,  constituir  la 

servidumbre  de  ocupación  y  tránsito  sobre  los  terrenos 

pedidos, que los predios superficiales deberán soportar dicho 

gravamen, razón por la cual debe mantenerse la pretensión 

otorgada en la instancia, ordenándose la constitución de la 

servidumbre legal minera solicitada, pero sobre el precio y 
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el  tiempo  indicado.” (Causa  rol  1265-2019  Corte  de 

Apelaciones de Antofagasta).

OCTAVO:  Que,  finalmente,  teniendo  presente  que  el 

informe del perito, no puede considerarse, en atención a la 

suma irrisoria que ha fijado por el valor anual de la cuota, 

como se dijo aproximadamente quince mil pesos por hectárea, 

lo  que  da  cuenta  de  graves  errores  técnicos  y  de 

conocimientos específicos, en cuanto se aparta de todo valor 

razonable, en especial por la naturaleza de la servidumbre y 

eventual transformación que puede experimentar el lugar, por 

lo que se le restará valor probatorio conforme a las reglas 

de la sana crítica; y teniendo presente que en las antiguas 

leyes de arriendo (11.622, 17.600, 17410 y Decreto Ley 964), 

según  el  artículo  2  de  la  ley  18.101,  el  legislador 

estableció como tope máximo en las rentas el 11% del avalúo 

anual de la propiedad, con relación a lo propuesto por el 

Ministerio de Bienes Nacionales, por lo que aparece justa y 

equitativa  la  suma  demandada,  debiendo  accederse  a  la 

petición de la demandada Fisco Chile en los términos que se 

señala en el oficio de la Secretaría Regional  del Ministerio 

de  Bienes  Nacionales,  por  un  plazo  de  30  años,  según  se 

indicará  en  la  parte  resolutiva,  debiendo  confirmarse  la 

sentencia con la subsecuente declaración.

NOVENO:  Que no es procedente condenar al pago de las 

costas  del  recurso,  dada  la  diferente  jurisprudencia  que 

existe sobre estos asuntos y especialmente por la rigidez de 

la prueba tasada con relación a la naturaleza jurídica de los 

informes acompañados de los distintos servicios.

    Por estas consideraciones y visto además lo dispuesto en 

los  artículos  186  siguientes  del  Código  de  Procedimiento 
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Civil,  SE  CONFIRMA,  sin  costas, la  sentencia  de  fecha 

veintiuno de agosto del año dos mil diecinueve dictada en la 

causa rol C-3982-2018 en el Cuarto Juzgado Civil de Letras de 

Antofagasta  CON DECLARACIÓN que la servidumbre legal minera 

de ocupación otorgada, se concede por el plazo de  treinta 

(30)  años contados desde la fecha de la notificación de la 

demanda, sin perjuicio de su esencia transitoria y sin que 

puedan  aprovecharse  para  fines  distintos  de  los  que  se 

señalan en esta servidumbre, debiendo pagarse anticipadamente 

dentro de los cinco (5) días hábiles del mes de enero de cada 

año, por las 12,20 (doce coma veinte) hectáreas de acuerdo a 

las coordenadas fijadas en la sentencia referida la suma de 

UF 86,132 (ochenta y seis coma ciento treinta y dos Unidades 

de Fomento), por cada año de ocupación.

Se  deja  constancia  que  se  hizo  uso  de  la  facultad 

contenida  en  el  artículo  82  del  Código  Orgánico  de 

Tribunales.

Regístrese y comuníquese.

Rol  1488-2019 (Civ.)

Redacción de la Ministra Titular Sra. Virginia Soublette 

Miranda.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Antofagasta integrada por los Ministros (as) Oscar Claveria G.,

Virginia Elena Soublette M. y Abogada Integrante Macarena Silva B. Antofagasta, dos de noviembre de dos mil veinte.

En Antofagasta, a dos de noviembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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